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  INTRODUCCIÓN


  Si quisiéramos hacer el experimento de buscar en el google maps (un reconocido servidor de aplicaciones de mapas de internet) el nombre de “Bernardino Rivadavia”, esa pesquisa nos llevará a los siguientes resultados. En la ciudad de Buenos Aires encontraremos que Rivadavia es una de sus principales avenidas. En otros puntos de la capital, nos toparemos con el “Hospital General de Agudos, Bernardino Rivadavia”, o con el “Museo Argentino de Ciencias Naturales”. También hallaremos con esa denominación a un gran parque, donde se venden libros y discos usados, o a una reconocida estación de radio. Si ampliamos aún más nuestra perspectiva geográfica, localizaremos la “Escuela N° 1 Bernardino Rivadavia” en Capilla del Señor, la “Biblioteca Pública Rivadavia”, de Trenque Lauquen, un imponente monumento que lo homenajea en Bahía Blanca o una plaza que lleva su nombre en la ciudad de Lincoln. Existen también localidades así bautizadas, como aquella situada en la parte más austral de la provincia de Salta. Toda la geografía argentina está abarrotada de ejemplos similares a los mencionados: en casi todos los pueblos y ciudades, al menos, una calle, una plaza, un monumento, hacen referencia a su persona. Eso nos permite inducir que tiempo atrás existió una suerte de culto por Rivadavia. No obstante, observando los listados de nombres utilizados en las inauguraciones públicas recientes, tanto de la esfera nacional como provincial, es casi imposible toparse con el de quien fuera el primer presidente argentino.


  Esta cuestión nos deposita en el primer interrogante de la obra que da inicio. ¿Qué motivos llevan a que una persona o un grupo político sean reconocidos en ciertos momentos para ser relegados tiempo después? Son los gustos, las perspectivas y las circunstancias desde donde la sociedad entiende e interpreta su pasado los que cambian produciendo los desplazamientos en las figuras y procesos históricos reivindicados. Pero esos gustos, esas interpretaciones que la sociedad establece con su pasado, también son influidos por aquello que los historiadores tienen para contarnos sobre los tiempos acaecidos. En el presente libro abordaremos un tema que no fue profusamente investigado por los historiadores en estos últimos años. De algún modo, también ha sido postergado como centro de interés por parte de la sociedad. Hacemos referencia al unitarismo argentino, del cual Bernardino Rivadavia fue su figura más emblemática.


  El tiempo borra el interés por las cosas y sólo en algunos casos se lo devuelve. Los unitarios hace mucho que dejaron de existir. Cuando las anécdotas familiares, los relatos orales, los viejos refranes y canciones populares se desgastan, van perdiendo su magia por el paso de los años, la historia y lo que interesa de ella se vuelve, de algún modo, un poco más caprichosa. Se comienza a leer y saber de nuestro pasado sólo a través de los libros o de los manuales escolares cuyos contenidos fueron diseñados desde un gabinete. Se aprende así lo que políticos e historiadores designan como importante. No se trata de una crítica sino de una constatación.


  Todavía a principios del siglo XX existían muchas familias que dividían sus preferencias entre unitarios y federales. Esas diferencias políticas eran a su vez la base de discusiones, polémicas y acalorados debates que seguían teniendo lugar de forma cotidiana. Algunas familias, incluso, se mostraron distanciadas o mantuvieron resentimientos anacrónicos muchos años después de sucedidos los más cruentos enfrentamientos entre unitarios y federales. Por citar un ejemplo conocido, el palacio Miró, una gran mansión de la familia Dorrego que se encontraba en el centro porteño, estaba ubicado frente a una plaza. Una ordenanza municipal, a fines del siglo XIX, la bautizó como “Plaza Lavalle”, haciendo homenaje al antiguo militar unitario. Golpeados en su orgullo, los miembros de la familia Dorrego, descendientes directos del líder federal Manuel Dorrego —fusilado por orden de Juan Lavalle en 1828—, decidieron tapiar las ventanas que daban a la plaza. Por muchos años esas ventanas no ofrecieron sino penumbras a sus moradores, proyectando la oscuridad de las heridas que parecían no haber cicatrizado aún. Otras familias, sin llegar a ese extremo, mantuvieron vivas sus tradiciones y preferencias por una de las agrupaciones políticas recién aludidas. Extraído de la literatura, un buen ejemplo de ello lo representa la idolatría e idealización por el pasado unitario de la familia de Alejandra, la protagonista de Sobre héroes y tumbas, considerada por muchos como la mejor novela escrita por Ernesto Sabato.


  Pero con el devenir del tiempo, aquellos testigos —directos e indirectos— que tenían algo para decir acerca de ese pasado violento y particular que experimentó nuestro país durante las guerras entre unitarios y federales, fueron dejando lentamente de existir. Sumado a ello, los traumáticos años vividos durante la segunda mitad de la centuria pasada, obligaron a priorizar el presente, relegando la atención hacia el pasado y concentrando la discusión en las apremiantes cuestiones políticas y económicas del momento. De esa manera, unitarios y federales se volvieron viejas entelequias que ya sólo podían alimentar los debates de amantes de la historia, de estudiantes en humanidades o de algunas personas que por cierta inclinación familiar conservaron la memoria de ese pasado desvanecido. Ello no significó, sin embargo, un absoluto desconocimiento de la sociedad por los hechos que transcurrieron en ese tiempo pretérito. La historia argentina se siguió enseñando en las escuelas; muy pocas personas pueden desconocer lo elemental en la materia. Pero las interpretaciones históricas por ellas recibidas, cargadas en su mayor parte de connotaciones ideológicas, colaboraron a fortalecer un relato maniqueo, antitético, en el cual unitarios y federales encarnaron lo más sublime o lo más execrable que podía imaginarse del pasado. El transcurrir de los años no dio, desafortunadamente, lugar a una interpretación moderada, distante e integradora de los acontecimientos. Recién en las últimas décadas los historiadores han podido hacer una relectura sobre ese periodo de un modo más neutral y profesional.


  La intención del presente libro radica en presentar una historia sobre el unitarismo desde la perspectiva recién aludida (neutral y profesional), e introduciendo a su vez nuevas miradas y diversos aportes. Considero que colaborar a una mejor comprensión (y difusión) de nuestro rico pasado puede contribuir a generar una sociedad más interesada por ese legado y más tolerante de las divergencias culturales y políticas de sus integrantes. Pero también, pretendo favorecer una mirada de la historia que cumpla con la doble (y nada sencilla) tarea de simplificar mientras confronta la complejidad de los fenómenos que se analizan. Es decir, brindar explicaciones claras de fenómenos complejos y que llevaron años de investigación para promover así interpretaciones sobre nuestro pasado asequibles a un vasto público pero sin que por ello pequen de reduccionistas o maniqueas.


  Los unitarios son una presencia insoslayable de nuestro pasado. Marcaron, desde el poder como fuera de él, con aciertos y desaciertos, una larga época. Sus políticas sirvieron de modelo a los hombres que transformaron el país en la segunda mitad del siglo XIX. Están siempre presentes en los libros que se han ocupado de la historia nacional y, además, forman parte de las visiones del pasado arraigadas en las representaciones colectivas de los argentinos hasta nuestros días. Por todos esos motivos, ameritaban un espacio que pudiese reflejar su historia con mayor profundidad.


  La obra que pronto comienza es, principalmente, una historia política del unitarismo. Ella refleja el esfuerzo de muchos años de trabajo, desde mi tesis doctoral hasta el presente. Quisiera, en las páginas que la componen, rastrear cómo pensaban sus integrantes, por qué actuaron como lo hicieron, qué los motivó a mantenerse unidos y qué los llevó a enfrentarse de forma tan violenta con otras agrupaciones de su tipo. El libro se divide en capítulos y entreactos.


  Los capítulos son cinco, y se caracterizan por respetar siempre un sentido cronológico. El primero de ellos comienza con el inicio del unitarismo, allá por 1820, mientras que el último refleja la caída definitiva del régimen de Juan Manuel de Rosas y el regreso de los exiliados unitarios al país (1852). Los entreactos, que son cuatro en total, se encuentran intercalados entre los capítulos y tienen por finalidad dar un descanso a la narración cronológica mientras permiten brindarle un lugar a ciertos aspectos específicos sobre el unitarismo que no podrían ser desarrollados de otra manera.


  De este modo, el libro ofrece dos alternativas a los lectores. Si uno quisiera, podría leer los cinco capítulos de corrido y, así, no perder el hilo sucesivo de los acontecimientos. Y luego, en otro momento, introducirse en las páginas de los entreactos, pues al tratar temáticas diferenciadas pueden ser leídos como pequeños ensayos independientes. Pero también es posible encarar la obra respetando el orden continuo de páginas leyendo consecutivamente capítulos y entreactos puesto que estos últimos fueron escritos y ordenados de modo tal que permiten ser comprendidos sin la necesidad de haber leído previamente todos los capítulos.


  Antes de dar lugar al inicio de nuestra historia, creo conveniente presentar el telón de fondo donde se desarrollará la misma. Dicho en otras palabras y en el lenguaje propio de los historiadores, introduciré un breve contexto histórico de los hechos fundamentales que antecedieron (y en buena medida explican) al surgimiento del unitarismo.


  En el año 1810, Buenos Aires, capital del Virreinato del Río de la Plata, se sublevaba contra el dominio español. Aunque inicialmente esa ruptura no fue absoluta —pues se continuó jurando fidelidad al rey Fernando VII, cautivo de Napoleón— un grupo de criollos que tenía el control del Cabildo logró destituir al virrey Cisneros y crear un gobierno autónomo. Ese osado paso, meramente local, es conocido hoy como Revolución de Mayo. Es interesante recordar que uno de los principales problemas que el primer gobierno patrio debió afrontar se vincula al rol de los pueblos del interior —luego denominados provincias— en ese mismo gobierno que acababa de conformarse. Desde ese momento inicial, dos tendencias comenzaron a diferenciarse: una proclive a permitir una activa participación de los pueblos del interior y otra que defendía la soberanía que Buenos Aires había ejercido como capital virreinal pretendiendo dominar desde ella y sin disputa el nuevo escenario político. Los protagonistas de las dos tendencias opuestas no serían aún bautizados como federales y unitarios. Las facciones políticas que por ese entonces surgieron en el área rioplatense fueron conocidas como “morenistas” y “saavedristas”. La primera, porteñocéntrica, seguía al abogado Mariano Moreno, de tendencia jacobina. La segunda, más conciliadora con los intereses del interior, al presidente de la Primera Junta y líder militar Cornelio Saavedra. Ambas agrupaciones fueron efímeras, extremadamente personalistas y jamás gozaron de la envergadura que tendrían luego las de unitarios y federales.


  Los primeros diez años que siguieron a la Revolución de Mayo dejaron como corolario la caída de los dos proyectos políticos más ambiciosos de la región rioplatense: el Directorio Supremo de las Provincias Unidas y su antagonista, la Liga de los Pueblos Libres. El primero, centralista y con sede en Buenos Aires pero con apoyo en algunos pueblos del interior. El segundo, de mayor influencia en la región del Litoral y liderada por el oriental José Gervasio Artigas. En los tiempos en que tuvo lugar el Directorio (desde 1814 hasta 1820), este régimen apoyó táctica y materialmente a las principales campañas libertadoras (recordemos, por ejemplo, el incondicional respaldo del Director Supremo Juan Martín de Pueyrredón a José de San Martín). Pero también, persiguió a los opositores porteños (Manuel Dorrego, Feliciano Chiclana, entre otros) y combatió encarnizadamente a los ejércitos acaudillados por Artigas.


  En 1819 el Directorio promulgó una Constitución unitaria (es decir, que impulsaba un sistema de gobierno centralizado en Buenos Aires) despertando el rechazo de la mayoría de los pueblos del interior. Finalmente, las cruentas guerras que enfrentaron a directoriales y federalistas —más otras cuestiones que alargarían demasiado nuestro relato— los debilitarían al punto de llevarlos a su desaparición. Unitarios y federales, como se verá mejor en el caso de los primeros, fueron y no fueron una continuación de las propuestas políticas recién expuestas. Pero lo concreto es que a partir de 1820 los distintos pueblos que habían constituido las Provincias Unidas y la Liga Federal de Artigas quedaron en plena autonomía de sus funciones político-administrativas, cada uno de ellos regido por un gobernador. De esa forma nacían las provincias. Buenos Aires había proclamado a la cabeza de su gobierno al militar y hacendado Martín Rodríguez, quien en 1821 nombró como ministro a Bernardino Rivadavia, un liberal y admirador de la cultura europea que comenzó una profunda serie de reformas.


  
CAPÍTULO 1

  

  EL MOMENTO RIVADAVIANO

  (1820-1824)



  En 1820, como consecuencia de la disolución del Directorio, se iniciaba una renovación política que llevó al poder de la provincia de Buenos Aires al denominado “grupo rivadaviano” o “partido del Orden”. Aunque nunca actuaron bajo esas denominaciones, entre 1820 y 1822 se fue conformando gradualmente un elenco de actores algo indefinido que acompañó las medidas del ministro de gobierno Bernardino Rivadavia y al que sus contemporáneos tildarían de “ministeriales”. La base de ese movimiento, originalmente de exclusiva raigambre porteña, sería poco después la plataforma del futuro unitarismo. En este primer capítulo trataremos de comprender cómo pensaba y actuaba dicha agrupación, pero también el rol de sus protagonistas, las condiciones históricas que lo generaron y el proceso en el que se iría transformando en la posterior facción unitaria.


  Juan Manuel Beruti, un testigo de época, nos brinda un detallado panorama de la situación en la que se encontraba Buenos Aires en 1820, luego de haber caído el Directorio y de ser ocupada por las tropas milicianas de Estanislao López y Francisco Ramírez:


  La gran ciudad (…) después de tantas glorias y nombre inmortal que adquirió, ha venido a quedar reducida a un gobierno de provincia, perdiendo la preeminencia que obtenía de capital y corte de las provincias de la Unión; llegando a tal su infelicidad, que un ejército que se nombra federado, compuesto de mil y más hombres mal armados, de un triste pueblo como Santa Fe, lo haya hecho ceder, y entrar por cuanto ha pedido, reduciéndolo a ceder en mucha parte con deshonor y bajeza, que se vio precisado a deponer al supremo director, disolver el soberano Congreso, admitir el gobierno federal y finalmente con desaire del pueblo.1


  Así, observamos que existía un terreno propicio para el surgimiento de un nuevo y vigoroso movimiento político que restaurase el orden social y político de Buenos Aires. Éste nacería de una coalición entre algunos pocos antiguos directoriales y un grupo de jóvenes completamente nuevos en la arena política porteña. Entre éstos, podemos mencionar los nombres de Bonifacio Gallardo, Juan Gil, Ramón Díaz, Juan Cruz, Jacobo y José Varela; Fortunato Lemyone y Juan C. Lafinur. Destacando el origen social tanto de sus integrantes como de muchos de sus simpatizantes, Vicente Fidel López aseguraba que con esta renovación política “venían los ricos, los propietarios, el gremio comercial, los abogados, los estudiantes, los tenderos, los hijos de familia, y todo ese potente conjunto de fuerzas sociales engendradas por la tradición de mayo, agrupadas en la ciudad, y esencialmente centralistas y directoriales”.2 Los líderes de este movimiento se fueron incorporando al proyecto que encarnaba el flamante gobernador Martín Rodríguez, quien había sido elegido por la recientemente creada Sala de Representantes. Poco tiempo antes, en marzo de 1820, durante el inestable gobierno de Martín de Sarratea se había inaugurado esta última institución, que con carácter deliberativo y legislativo venía a reemplazar al tradicional pero algo desprestigiado Cabildo. El objetivo del nuevo cuerpo representativo no difería, en ciertos aspectos, de su antecesor, puesto que buscaba reflejar las inquietudes e intereses de los vecinos notables de la ciudad. Pero la novedad radicaba en que se incorporaban representantes del ámbito rural y sus integrantes debían ser elegidos por el sufragio de todos los varones mayores libres, tal como lo establecía la nueva ley electoral implementada en 1821.


  La agrupación política que algunos comenzaban a denominar como “partido de los principios”, “partido ministerial” o “partido liberal” tomó mayor impulso con la incorporación de quienes ocuparían respectivamente los ministerios de Gobierno y Hacienda. Nos referimos a Bernardino Rivadavia y Manuel J. García. Al haber vivido ambos en el exterior —el primero como enviado extraordinario en Francia e Inglaterra y el segundo con cargo similar en Río de Janeiro—, fueron vistos por sus contemporáneos como personas independientes de las viejas facciones e ideales para ocupar sus respectivos cargos. A pesar de las amistades y relaciones que se fueron estrechando dentro del grupo gobernante, sus integrantes no desarrollaron, en una primera etapa, una verdadera conciencia de pertenencia a un movimiento o partido. Recién lograrían identificarse con un proyecto político más definido cuando se comenzaron a debatir en la Sala de Representantes las medidas modernizadoras que arraigaron en la historia como las “reformas rivadavianas”.


  En su primera aparición pública en el recinto parlamentario, Bernardino Rivadavia agradeció el honor de haber sido elegido para ese cargo, pero también señaló la importancia de apersonarse con frecuencia en la Sala y la necesidad de que ambos poderes —ejecutivo y legislativo— trabajaran de manera conjunta para restablecer el orden de la provincia en todos los ramos. Su primera iniciativa, de resonancia extra-provincial, se orientó a desalentar el congreso que se realizaba por ese entonces en Córdoba, bajo los auspicios de su gobernador Juan Bautista Bustos. Poco después, el nuevo gobierno bonaerense lograba desarticular los Cabildos de Buenos Aires y de Luján. Si bien la primera apuesta fuerte de Rivadavia, es decir, debilitar los alcances del congreso cordobés, tuvo razonable aceptación parlamentaria, no sucedió lo mismo con su segunda propuesta, la ley del indulto. Esta exoneraba a los participantes de los varios levantamientos sucedidos en 1820, pero luego de haber sido debatida intensamente fue rechazada por mayoría y recién volvería a ser objeto de debate algún tiempo después. De ese modo, y como se observa a través de las diferentes iniciativas que surgieron de los ministros de Martín Rodríguez, la construcción del poder simbólico y político se lograría de forma gradual. El peso de la oratoria, la potencia argumentativa y la capacidad de convencimiento hacia el auditorio resultaron determinantes a la hora de hacerse de los votos necesarios para materializar las propuestas, en un momento en que, como se advirtió, aún no había delimitaciones facciosas precisas. Durante esos años, la política no era percibida como un asunto que involucrara grupos o facciones determinadas, sino individuos independientes, racionales y preferentemente ilustrados. La Sala se vio colmada de abogados, de juristas y de aquellos que habían recorrido la movediza “carrera de la revolución”. No obstante, hacendados y comerciantes tanto de la ciudad como de la campaña también se contaban entre los nuevos representantes, aunque sus intervenciones eran algo esporádicas dejando la iniciativa de la “cosa pública” a los hombres de la pluma y la palabra.


  Las reformas rivadavianas


  Las reformas que impulsó la administración rivadaviana constituyeron un conjunto de medidas tendientes a un tipo de regulación social. No sólo abarcaban la idea de regular las relaciones sociales, sino también aquellas que se daban en el interior del Estado, viéndose reflejado esto último en la división de funciones en sus cuadros directivos. Una audaz reforma eclesiástica y la supresión de los cabildos significaron pasos importantes hacia la concentración del poder político. Otra ley de reforma, aplicada al ámbito militar, pretendía no sólo dar forma a un ejército más reducido y menos peligroso para el orden público, sino y sobre todo más decididamente sometido a la administración civil. Esto último se logró mediante cambios como la reducción en el número de oficiales y la prescindencia de hombres que guardaban prestigio y autonomía. Por otro lado, con el objetivo de lograr mayor estabilidad política y, debido a la estrecha relación entre los frecuentes alzamientos y los líderes castrenses, se optó por alejar a las tropas permanentes de la ciudad de Buenos Aires. De esta forma, el grueso de la estructura marcial fue desplazado hacia las fronteras para extenderlas y resguardarlas de las tribus pampas y araucanas. Así, Rodríguez ensanchaba “los límites de la provincia [con el consecuente] deseo de emplear los capitales en un negocio el más lucrativo, [mientras] dio fomento a la industria de la cría de ganados, que hasta entonces se había mirado en poco a pesar de la feracidad del suelo”.3


  Las reformas que emprendió la administración bonaerense bajo influencia de Rivadavia dieron resultados muy pronto: “Los ingresos al tesoro eran más cuantiosos, los empleados civiles y militares, el clero reformado, eran escrupulosamente pagados; se construyó el mercado público. Se mejoró el servicio del hospital de caridad pública. Se fundó una sociedad denominada de Beneficencia; surgieron como por encanto nuevas poblaciones [habiendo también] estimables garantías públicas: las del derecho de propiedad, la individual, la de la prensa libre”.4 Este panorama legado por un testigo de época puede ser complementado por referencias sobre la eficacia de las reformas en otros ramos, como en el de la educación:


  La instrucción pública ha recibido un considerable incremento: en cada distrito de la Campaña, que por lo general se compone de dos a cuatro mil almas, el erario ha dotado una escuela de primeras letras: en la ciudad ha formado más de veinte para jóvenes de ambos sexos, sin incluir ni en una ni en otra multitud de escuelas particulares. Se ha erigido una universidad y establecido un colegio de ciencias morales, otro de ciencias naturales, y otro de estudios eclesiásticos…5


  El centro académico aludido era la Universidad de Buenos Aires. A pesar de que la ciudad homónima había crecido considerablemente, y que incluso había llegado a ser capital virreinal, hasta la fundación de dicha casa de estudios en 1821 los porteños debían trasladarse a Santiago de Chile, Chuquisaca o Córdoba para instruirse.


  Las reformas también afectaron el rubro de la justicia. Se estableció para el ámbito urbano un régimen judicial de primera instancia, letrado y rentado. Se dividió la campaña en departamentos asignando a cada jurisdicción un juez de paz, cargo de carácter lego y ad honorem. En el ámbito de la economía se creó el Banco de Descuentos, entidad que estaba autorizada a emitir moneda. También se fundó la Bolsa Mercantil buscando dinamizar el comercio luego de tantos años de guerras y estancamiento económico. Se entablaron negociaciones para lograr un empréstito con la casa británica Baring Brothers al objeto de realizar obras públicas. Se instituyó el Departamento Topográfico, fiel indicador del repunte del sector rural y de la importancia de contar con registros catastrales más precisos de una tierra que, gracias a los avances de las milicias, se extendía cada día más hacia el sur y el oeste. Con ello, el proyecto rivadaviano buscaba promover la posesión de esas tierras por parte de los hacendados y establecer así nuevos derechos de propiedad que terminarían afectando los intereses de numerosos pobladores rurales con antiguos derechos de posesión.


  En relación a las políticas de la tierra, el rivadavianismo también pretendió impulsar la inmigración europea para fomentar las tareas agrícolas. A mediados de la década de 1820 una colonia escocesa se asentaría en Santa Catalina y se dedicaría principalmente a la elaboración de productos lácteos. Otras colonias con contingentes de diversas latitudes, principalmente de Francia, fueron por entonces planificadas pero fracasarían como consecuencia de la inestabilidad generada por las posteriores guerras civiles.


  Las reformas clericales fueron sin duda las más problemáticas entre aquellas que encaró la gestión de Rodríguez. Inspiradas por las ideas de la Ilustración y en la constitución civil del clero implementada en Francia poco después de iniciada la Revolución (1790), a través de ellas se suprimieron algunas órdenes religiosas y el Estado se apropió de sus bienes. También se pusieron en práctica una serie de reglamentaciones que dificultaban el ingreso a la vida conventual y se suprimieron los diezmos. Los impulsores de las reformas entendían que dentro del giro modernizador que querían implementar, la Iglesia representaba, en varios aspectos, una institución retrógrada que además había gozado de mucho influjo político. A través de estas medidas se buscaba reforzar al Estado y escindir con mayor claridad la esfera religiosa de la civil, fortaleciendo la última. Aunque las medidas no eran propiamente anti eclesiásticas, pues con ellas se pretendía priorizar y sostener al clero secular en desmedro del regular, despertaron resistencia entre un amplio sector de la Iglesia. A su vez, provocarían descontento entre sectores conservadores y subalternos. Pero, por sobre todo, brindaban fundamentos a los disconformes, que con cada reforma iban en aumento, para amalgamarlos bajo un mismo estandarte. A través de la prensa, clérigos como Cayetano José Rodríguez o Francisco de Paula Castañeda criticaban con ironía la política eclesiástica impulsada por Rivadavia y todo el basamento ideológico que servía como sustento para la generalidad de las reformas. La voz de Castañeda resonaba en las páginas de sus periódicos alertando al “pueblo soberano” sobre la existencia de “una facción numerosa de Sanculotes y ateístas que aborrecen al Venerable Clero”.6


  A partir de esta coyuntura, fueron tomando forma “uno y otro partido, de los que querían sostener el gobierno y el de los que querían subsistiese las comunidades religiosas”.7 Finalmente, como consecuencia del malestar generado por las reformas, en 1823 estalló un motín dirigido por el ex directorial Gregorio Tagle. Sostenido por ciertos oficiales reformados, sumado a hombres cercanos a la Iglesia, el movimiento, sin apoyo masivo, terminó en un fracaso. Si bien pudo ser reprimido por un reducido cuerpo de soldados que estaba apostado en el Fuerte y que se mantuvo leal, el motín desnudó las primeras fisuras de las políticas rivadavianas. A su vez, demostró la imprudencia que había significado la parcial desmilitarización de la ciudad. En una entrevista que por ese entonces había mantenido Rivadavia con John M. Forbes —representante norteamericano en Buenos Aires— el ministro porteño le habría confesado que “el Gobierno ha tomado medidas para prevenir la posibilidad de ser derrocado por la fuerza, pero sus miembros están resueltos a retirarse de la función pública si llega a establecerse que no cuentan con el apoyo de la opinión pública”.8 La afirmación de Rivadavia refleja el sistema de ideas que él y su entorno cultivaban y defendían. La forma de gobierno que intentaban solidificar debía apoyarse siempre en la opinión pública. En otras palabras, pretendían prescindir del apoyo de las fuerzas militares diferenciándose de todas las experiencias políticas que los habían precedido. De este modo, “lo que hasta entonces había sido el asunto exclusivo de la espada, pasó a ser el principal negocio de gabinete…”,9 dando lugar al predominio del elemento civil por sobre el militar. Estas ideas eran compartidas por gran parte de la intelectualidad de la época, la que se convocaba en los cafés cercanos a la plaza de la Victoria —actual Plaza de Mayo—, o la que se reunía en tertulias como la de Esteban de Luca. En esos encuentros se leían y comentaban las obras de moda del abad de Pradt, Benjamin Constant, Antoine Destutt de Tracy, Jeremy Bentham y otros autores. Dicho círculo apoyaba al gobierno y era frecuentado por hombres como Miguel Darregueira, Avelino Díaz, Aimé Bonpland, Juan Lafinur y Juan Cruz Varela. Muchos miembros de ese grupo formaban parte de la vida asociativa de entonces, dividiendo sus ocupaciones entre la reciente enseñanza universitaria, la actividad científica, la literaria y el periodismo. También participaban activamente en las flamantes academias de Jurisprudencia, Física, Matemática, Música, Medicina, además de hacerlo en otras agrupaciones humanistas como la Sociedad Literaria o la logia Valeper.


  Dado que recientemente remarcamos que Rivadavia aseguraba que gobernaría sólo con el consentimiento de la opinión pública, vale la pena indagar brevemente qué entendían los actores de ese tiempo por aquel concepto. Para el grupo rivadaviano, la voz “opinión pública”, a primera vista, constituiría el dictamen de las mayorías o del “pueblo”. Pero no justamente de las mayorías incultas, ya que podían degenerar en “tiranía de opinión”, y eso sucedía cuando eran manipuladas por un “caudillo” o líder de una “facción”. Es por ello que la opinión pública, para los adeptos de Rivadavia, debía gestarse, ilustrarse, pulirse, siendo tarea del gobierno la de instaurarse en pedagogo del pueblo. Con este sentido, se afirmaba “la opinión pública no es una cosa que se merca, o que se encuentra en el medio de la calle: es menester crearla, organizarla”.10 De allí, como vimos, el gran impulso dado a la educación y a la divulgación de la prensa. Los rivadavianos invitaban a sus compatriotas “en sus diferentes condiciones y aptitudes, a que se ocupen atentamente de la cuestión que se agita en los periódicos: a que la miren con un espíritu de investigación, a que se empapen en ella, y formen por resultado el buen juicio”.11 A su vez, pretendían que los ciudadanos “aprendan a obrar por sí mismos, a saber lo que quieren”.12 Esta exhortación al acceso de información y a la participación ciudadana estaba relacionada con la vida política que se pretendía promover en Buenos Aires. Ignacio Núñez, tal vez el más estrecho colaborador de Rivadavia, aseguraba que se había refrendado un decreto por el cual el gobierno “proscribió como una obligación la publicidad en sus actos; y su ejecución llevada hasta el término de haberse asegurado […] que no existe en todos los departamentos un solo documento reservado, ha puesto al alcance del pueblo las leyes, los decretos, y las órdenes que ha producido…”.13 De aquí se desprende la manifiesta intención de transmitir transparencia en el manejo de lo público por parte de los mandatarios hacia sus gobernados. Se buscaba difundir las medidas gubernamentales, pero también los debates de la Sala de Representantes. Para esto último se construyó el recinto parlamentario con una configuración arquitectónica que permitía la concurrencia de los ciudadanos facilitándoles la fiscalización de la actividad política de sus representantes. Así, mitad realidad, mitad deseo, el periódico filo-rivadaviano El Centinela aseguraba en noviembre de 1822: “Aquel mismo pueblo retraído en unas épocas; mudo en muchas, escasamente expresivo en la sesión del 21, en la de este año se ha desplegado de tal modo que ha tomado el carácter no de un espectador atento, sino de un rígido fiscal en muchos casos”.


  La particular forma con que se había diseñado la Sala de Representantes había tenido como fuente de inspiración los escritos del filósofo británico Jeremy Bentham. Una relación epistolar y de amistad unía a este último pensador con Rivadavia. El fruto de ese diálogo permitía a ambos imaginar la instauración de una nueva ingeniería social que facilitara maximizar la felicidad y satisfacción de los ciudadanos reduciendo su sufrimiento, según las máximas de la filosofía utilitarista en boga por ese tiempo. Si el encorsetado contexto político europeo luego de la Restauración impedía aplicar muchas de esas innovadoras propuestas, la América recién emancipada resultaba un campo virgen y permeable a los idearios benthamianos. Así, algunas de las reformas emprendidas por Rivadavia llevan la clara impronta del pensador británico. Por dar un ejemplo, el reglamento de la Sala de Representantes que regulaba el comportamiento de sus integrantes está basado por entero en su obra “Táctica de las Asambleas Legislativas”. Sin embargo, no todas las reformas rivadavianas fueron incentivadas por la doctrina de Bentham. Muchas de ellas nacieron como una réplica de las medidas impulsadas por Carlos III en España durante la segunda mitad del siglo XVIII. Detrás del reformismo hispánico, se encontraba el activo Conde de Floridablanca, máximo exponente del despotismo ilustrado peninsular. Desde un papel similar al que a Rivadavia le tocó ocupar en relación a su gobernador, Floridablanca, en tanto Secretario del Estado, modernizó, centralizó y fortaleció a la monarquía española. Lo pudo lograr promoviendo la educación y robusteciendo la enseñanza secundaria y universitaria. Pero también, debilitando la autonomía de la Iglesia (fue uno de los mayores artífices de la expulsión de los jesuitas en América). A su vez, fomentó la agricultura y creó las sociedades literarias y de beneficencia. Demasiadas casualidades. Rivadavia parece, en muchos aspectos, haber obrado siguiendo la traza legada por Floridablanca.


  El objetivo principal de las reformas impulsadas en Buenos Aires se sostuvo en un basamento ideológico muy marcado. Sus promotores estaban convencidos de que los cambios llevados a cabo eran en beneficio de la sociedad. Pero también eran conscientes de que emprendían una aventura inédita en muchos aspectos y que, para llevar a buen puerto ese conjunto de medidas, se debía pagar un importante costo político. Rivadavia y García, en mayo de 1823, presentando un balance en la Sala de Representantes de todo lo que se había realizado hasta ese momento, señalaban que no se habían: “Podido plantificarse las nuevas instituciones, sin romper y arrancar con violencia antiguos cimientos, sobre los que el curso de los años había amontonado memorias venerables, y dejando arraigar intereses de todo género. Esta ardua obra ha sido ordenada con valentía por las dos legislaturas precedentes, y el gobierno, para ejecutarlas, ha debido vencer resistencias, y chocar con sentimientos personales y preocupaciones comunes”.14


  Comienzo de las divisiones políticas

  y primeros proyectos de unión


  El 15 de junio de 1822, Manuel Moreno, hermano del ilustre y mal aventurado Mariano, iniciaba sus funciones como representante. Esta figura emblemática, culta, federal por doctrina pero, según sus contemporáneos, de carácter complejo, colaboró tal vez como ningún otro en iniciar una completa ruptura dentro de la Sala de Representantes. Si las reformas eclesiásticas tuvieron opositores ocasionales, Moreno inauguró una tendencia política que sería adversa a la gestión rivadaviana por definición, por sistema y de la que no se apartaría jamás. Esta situación colaboró a que algunos de los principales referentes de la Junta provincial, quienes antes se mostraban dubitativos frente al ministro Rivadavia, luego cerraran filas por su causa. Durante el año 1823 se comenzaban a distinguir dentro del recinto deliberativo dos frentes más delimitados, con algunos diputados que si bien se resistían a ciertas medidas del Ejecutivo —incluso con acalorados discursos—, por lo general tendían a favorecerlo. De ese modo se conformó un grupo integrado por quienes entonces fueron denominados “opositores”, entre los que ya encontramos a Manuel Dorrego, Manuel Moreno, José M. Díaz Vélez, Pedro Medrano y Esteban Gascón; frente a otro más cercano a Rivadavia, en el que se ubicaban Diego Zavaleta, Julián S. de Agüero, Juan M. Fernández de Agüero y Valentín Gómez, entre otros.


  Estas crecientes tensiones políticas entre los sectores dirigentes deben ser contextualizadas en un escenario que excede el mero marco bonaerense. Aunque sea cierto que desde la caída del Directorio cada provincia había emprendido el camino de la autonomía, no lo era menos que aquello que sucedía en la vieja capital virreinal no resultaba indiferente para ninguna de ellas. Por dar un ejemplo, el modelo de la Sala de Representantes implantado en Buenos Aires durante 1820 fue luego introducido con entusiasmo en el resto de las provincias. Algunas noticias de la prensa porteña, y otras que eran recopiladas y reproducidas en las escasas publicaciones existentes en el Interior, permitían estar al corriente de las reformas implementadas en la ciudad-puerto, las que repercutieron entre curiosos, entusiastas y detractores. Sin lugar a dudas, aquellas que se efectuaron en el ámbito religioso fueron las que también más pasiones despertaron en todo el país. Paralelamente, lo que sucedía en el exterior, como veremos acto seguido, comenzaba a tener un peso cada vez más decisivo, acelerando los procesos que ayudarían a definir la situación de un conjunto de soberanías regionales que no parecían ponerse de acuerdo para integrarse bajo una sola. Buenos Aires tomaría la iniciativa de acercamiento con el resto de las provincias justificando sus maniobras en cuatro cuestiones que pasaremos a detallar.
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